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Panel 1. Democracia y Estado de Derecho

Hablar de democracia es necesariamente hablar de un sólido Estado de Derecho. 

Hay muchas formas de definir a la democracia, pero todos entendemos que se trata 
de un sistema de gobierno en donde el poder está limitado mediante pesos y contrapesos 
tanto institucionales, como ciudadanos, para impedir su ejercicio arbitrario y abusivo. Pero, 
también es un régimen que permite la inclusión, la pluralidad, la tolerancia y la competencia 
política como valores activos para lograr el despliegue de los distintos derechos humanos, 
políticos y sociales. Todo esto es posible, gracias a que la democracia es un régimen regulado 
por un conjunto de normas jurídicas que orientan la conducta de los gobernados, pero sobre 
todo que ponen acotamientos a la actuación de las autoridades. 	

En una democracia, se trata de que efectivamente gobiernen las mayorías, pero siempre 
respetando y dejando espacios para la expresión de las minorías y de los grupos que hoy 
se encuentran en el flanco opositor, pero que mañana pueden convertirse en gobierno, 
justamente porque hay condiciones efectivas de competencia política. Estas condiciones 
están garantizadas por normas legales y constitucionales, sin las cuales no podemos imaginar 
la existencia de un régimen democrático.

El fundamento del Estado de Derecho es el gobierno de las leyes; el cumplimiento de la 
Constitución y del conjunto de legislaciones que de ella derivan y que han sido aprobadas 
mediante los procesos formalmente establecidos, es decir, a través del cumplimiento de las 
funciones deliberativas y de aprobación por parte de los órganos legislativos. El Estado de 
Derecho es el apego al marco legal que se da una sociedad para ordenar su vida pública, sin 
embargo, esta definición es sólo formal, ya que no da cuenta de los contenidos específicos del 
paraguas normativo. Dicho de otra manera, el acatamiento de la ley no es un acto abstracto, 
sino el apego a cierto tipo de normas con contenidos concretos. 

Joseph Raz, un reconocido profesor de Filosofía del Derecho de la Universidad de 
Oxford, que acaba de morir en mayo pasado, sostenía que la concepción del Estado de 
Derecho va más allá de la idea de que el gobierno debe de estar sujeto al marco jurídico, 
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justamente porque el Estado de Derecho se trata de un ideal político, de una virtud pública, 
y para alcanzarla, el sistema de gobierno debe de cumplir una serie de principios relativos 
tanto a los contenidos concretos de las leyes, como a los procedimientos judiciales previstos 
para darles vigencia y positividad. (Carbonell, 2002). Dicho de otra manera, el acatamiento 
de la ley en una democracia implica el apego a normas con contenidos que promueven el 
desarrollo de los derechos en plural.

Entendemos, entonces, que hay un concepto sustantivo del Estado de Derecho que 
debe de traducir tanto los valores éticos -como libertad, justicia, igualdad-, como los valores 
propiamente políticos -la participación de la ciudadanía en los asuntos públicos, empezando 
por los electorales- dentro de un marco jurídico concreto que es la plataforma de la legitimidad 
democrática. Es así que el Estado de Derecho debe de alcanzar el equilibrio entre el derecho 
y la justicia, es decir, como bien ha dicho Miguel Carbonell, el Estado de Derecho es, en 
realidad, la institucionalización jurídica de la democracia.

En México, a pesar de los avances, aún incipientes, que hemos logrado en nuestro 
proceso de democratización, empezando por los asuntos electorales y los legislativos, a través 
de complicados acuerdos entre las diversas fuerzas políticas para tener elecciones libres y una 
representación política plural, nuestro Estado de Derecho está fracturado y es incapaz de 
ofrecer un techo de protección común a todos los mexicanos. 

En este contexto, el gobierno actual ha sido enfático en desconocer el valor de la vigencia 
de la ley como herramienta indispensable para la aplicación de la justicia. El presidente López 
Obrador sostiene con frecuencia que es preferible hacer justicia que apegarse a la norma, 
ignorando que no es posible impartir justicia sin ley, so pena de que la justicia dependa de 
cálculos arbitrarios, discrecionales, o francamente autocráticos.

El presidente López Obrador desprecia la invocación al marco normativo como guía 
del comportamiento público-gubernamental, al mismo tiempo que ha aprovechado la 
mayoría legislativa de su coalición gobernante para aprobar leyes, o emitir reglamentos 
que vulneran la Constitución. Entre dichas normas están la Ley Eléctrica, o el Decreto 
para desaparecer los fideicomisos de ciencia y cultura, o el de noviembre de 2021 que 
declaró como casos de seguridad nacional a todos los contratos de las diferentes áreas de 
la administración pública, desde educación hasta turismo, para exentarlos de cualquier 
obligación de cumplir con los requisitos establecidos en las leyes de adquisiciones, o en 
las de transparencia. Otro ejemplo es el decreto, mediante el cual el Congreso hizo una 
interpretación de la veda electoral, a fin de permitir que los funcionarios públicos pudieran 
intervenir en campañas políticas, con lo cual se viola el artículo 134 constitucional que 
prohíbe la propaganda (cito) “con nombres, imágenes, voces, o símbolos que impliquen 
promoción personalizada de cualquier servidor público”. Dicho decreto fue invalidado 
por unanimidad por la SCJN en días pasados, aunque más por cuestiones de forma que de 
fondo. El presidente ha demostrado que la legalidad sólo le merece respeto, cuando ésta se 
alinea a sus propósitos, es decir, el apego a la norma, a modo. 
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Pero, al presidente no sólo le estorban las leyes, sino las instituciones reguladas por 
normas democráticas que están abocadas a promover algún tipo de control a sus pulsiones 
autoritarias. No es casual, entonces, que AMLO desautorice a los organismos constitucionales 
autónomos cuando se comportan como tales, esto es, cuando defienden su independencia 
y no se ciñen a sus pretensiones de sujeción. Desde luego que el caso más preocupante y 
lamentable es el ataque a las autoridades electorales, particularmente al INE, que es, sin 
duda, nuestra institución democrática mejor lograda y que ha sido reconocida tanto nacional, 
como internacionalmente, porque ha probado ser capaz de organizar elecciones apegadas a 
los estándares internacionales de ser libres, justas y competidas, además de haberlo logrado 
en condiciones de inseguridad en partes importantes de nuestro territorio. 

Los retrocesos en nuestro Estado de Derecho han ido identificados por el World Justice 
Project, que es una asociación civil  que ha desarrollado una herramienta para medir el grado 
de adhesión al Estado de Derecho en el mundo.

La 12ª edición del Índice Global de Estado de Derecho 2022 mide la situación de 140 
países en los siguientes rubros: 

1) límites al poder gubernamental; 

2) ausencia de corrupción; 

3) gobierno abierto; 

4) derechos fundamentales; 

5) orden y seguridad; 

6) cumplimiento regulatorio; 

7) justicia civil, y

8) justicia penal.

La primera gran conclusión del estudio es que, en 2022, la adhesión al Estado de derecho 
en el mundo, cayó respecto del año anterior, en un 61% de los países, incluido México, es 
decir, hoy 4.4 mil millones de personas viven donde el Estado de Derecho es más débil que 
el año previo, es decir, hay una tendencia marcada hacia su vulneración.

México ocupa la posición 115/140 y retrocedió dos posiciones respecto de 2021 y 11 
respecto a 2020 y tiene serios retrocesos en justicia civil y en el debilitamiento de la prensa 
y los espacios ciudadanos como contrapesos al poder gubernamental. Además, muestra un 
estancamiento en la lucha contra la corrupción, donde apenas alcanza una puntuación de 
0.26. Empero, proporcionalmente, su mayor caída está en el rubro de orden y seguridad 
que alcanza una puntuación de 0.52 este año. Por el contrario, nuestro país muestra cierta 
fortaleza en los rubros de gobierno abierto, en el respeto a la ley en sus transiciones de poder 
y en la integridad en sus elecciones.
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Hablar de un Estado de Derecho debilitado es más que una etiqueta o una clasificación 
de un régimen político, porque describe cómo desarrolla sus distintas funciones que, al 
final, están orientadas a dar protección y seguridad a la población, a fin de que goce de los 
diversos derechos que están mandatados por la Constitución. Dicho de otra manera, un 
deficiente Estado de Derecho tiene consecuencias sobre la manera como se relacionan los 
ciudadanos con el poder y sobre las circunstancias en las que éstos participan en los asuntos 
que competen a la colectividad. El Estado de Derecho tiene que ver con que los poderes 
públicos rindan cuentas tanto sobre sus decisiones y actuaciones, como sobre el uso de los 
recursos gubernamentales; hace referencia a que las autoridades traten equitativamente a la 
población al ofrecer diversos satisfactores públicos para garantizar la igualdad de derechos y 
la procuración y administración de justicia. Todo esto en el entendido de que, como bien ha 
señalado Amartya Sen, un mundo menos equitativo y con menos libertades está destinado a 
ser más inestable y a sufrir las peores calamidades.

Hay que insistir, el fortalecimiento del Estado de Derecho no depende solamente del 
desempeño de las entidades gubernamentales y públicas, aunque ellas sean las que tienen 
la primerísima responsabilidad. Dicha fortaleza requiere de una intervención activa y 
decisiva de la sociedad civil en sus distintas manifestaciones, empezando por los medios 
de comunicación que tienen como función social, ejercer y difundir una crítica fundada 
de las acciones gubernamentales y públicas, ejerciendo una suerte de contrapeso al poder. 	
También son corresponsables los ciudadanos organizados que ya no sólo son activistas que 
promueven protestas sociales, sino que desarrollan estudios y análisis de las distintas ramas 
de la administración gubernamental y de la justicia para darle visibilidad a las deficiencias 
que ahí se encuentran e imaginar correctivos y soluciones adecuadas. La academia es también 
responsable por las herramientas de conocimiento que maneja y que le permiten identificar 
fallas y malas prácticas en la gestión pública de las diversas áreas de la vida social y económica. 

En suma, para colocar contrafuertes a nuestro Estado de Derecho a fin de robustecerlo, 
es necesario la participación decidida de la sociedad civil para lograr tener incidencia tanto 
en el diseño de las políticas públicas, como en el desarrollo de las mismas y particularmente 
en la evaluación de sus resultados. Sólo de esta manera podremos hablar de que avanzamos 
en una ruta de construcción de un verdadero Estado Democrático de Derecho que está en 
nuestro horizonte, pero que ha sido recurrentemente soslayado.


